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e imagino a don Pedro Alcides Narbona Bugueño como 
un cura sencillo, bonachón y alegre, aunque severo. De- 
mandó al Estado para que resarciera los daños que su- 

frió, entre octubre y noviembre de 2019, la Parroquia 
de Nuestra Señora de la Asunción, construida en 1866. 

El templo destacó en su época por su altura, su campanario en for- 
ma de aguja y su estilo ecléctico. Es patrimonio nacional y goza de la 

protección de la Convención Internacional de 1972. Pero delincuen- 
tesenfurecidos lo quemaron y saquearon con crueldad y asco. La de- 
manda narra -y luego fue acreditado en el proceso- que masacraron 
la esfinge de la Inmaculada Concepción; que luego huyeron con ob- 
jetos sagrados: incensarios, candelabros, reclinatorios, copones, y has- 
ta el órgano con fuelle, pedales y largas flautas que acompañaba los 
místicos cantares. El cura Narbona Bugueño acudió a la justicia te- 
rrenal pues tales destrozos, lejos de inspirar resignación y clemen- 

cia, debían ser reparados en metálico como una forma mínima de res- 
peto al culto religioso por parte del Estado. Hace pocos días, se dic- 
tó la sentencia por la jueza suplente del 22 Juzgado Civil de Santiago 

(Rol 13146-22). 
El Estado de Chile alegó en el juicio no ser responsable de los da- 

ños por falta de servicio. Explicó que, “el estallido social estuvo mar- 
cado por una numerosa, inusitada e impredecible cantidad de vio- 
lencia generalizada con un saldo de destrucción nunca visto en la his- 
toria reciente”. De hecho, informó que más de 1.300 monumentos 

históricos fueron asaltados y dañados y agregó que Carabineros re- 
sultó con 129 funcionarios baleados, 187 fracturados, 82 quemados 
con molotov, 415 policontusos y 30 con traumas oculares. En tal con- 
texto de perturbación -añade- es que debe aquilatarse la responsa- 

bilidad del Estado por la falta de resguardo y seguridad, pues Cara- 
bineros actuó “correctamente, dentro de las posibilidades legales y 
materiales posibles”. Así, al Estado no le era exigible otra conducta, 
pues su obligación era de medios y no de resultados. Pero sus argu- 

mentos fueron rechazados: los daños fueron consecuencia de su fal- 
ta de protección y prevención. 

La sentencia que resumo contiene un diagnóstico certero de los he- 
chos ocurridos en octubre de 2019, próximos a conmemorarse. Hago 

notar que, paradójicamente, coincide con que tres generales de Ca- 
rabineros están siendo hoy formalizados por su responsabilidad en 
la omisión de servicio con resultados de daños a las personas y ho- 
micidios. ¡Qué brutales y contradictorias pueden resultar las visio- 

nes de la historia! Mientras una sentencia constata que el Estado fue 
sobrepasado por la violencia y el odio, el brazo punitivo del mismo 
invierte la responsabilidad y la hace recaer en Carabineros. 

Reconozco que el modo de ser de un abogado exige no felicitar a 

los jueces pues es sabido que a ellos no los motiva el halago ni la fama. 
Pero en este caso, la jueza y el jurista que condujo la defensa mere- 
cen sobradamente un reconocimiento abierto y público. 

Cuidado: el cuarto pilar 
de la protección social    
Alejandra Sepúlveda 
Presidenta ejecutiva ComunidadMujer 

1 proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Apoyos y Cui- 
dados avanzó en el Congreso, al ser aprobado en general y por 
unanimidad por la Comisión de Desarrollo Social de la Cá- 

mara. Éste busca corregir una de las mayores brechas de gé- 
nero vinculadas a la distribución desigual de esta actividad 

que es productiva, esencial para la vida y aun así poco reconocida. 
En Chile, el Trabajo de Cuidados No Remunerado representa el 26% 

del PIB ampliado (B. Central 2021, ComunidadMujer 2020) y es reali- 
zado en un 72,4% por mujeres. Estas suman 3 millones 808 mil horas 
anuales dedicadas a esta labor frente al millón 455 mil de los hombres. 

Quienes cuidan tienen menos oportunidades de empleo remunera- 

do y formal, lo que aumenta su vulnerabilidad económica y limita su 
acceso a la protección social. Resulta claro entonces que regular e in- 
vertiren cuidados contribuirá a la autonomía de las mujeres en todos 
los ámbitos, especialmente el económico, elevando su participación en 

el mercado laboral -hoy en 52,6%- y con ello el ingreso delas familias. 
Más aún, esta es una medida que impulsa el crecimiento del país: cada 
punto de aumento de participación femenina se traduce en un incre- 
mento del PIB de 0,5% (Clapes UC, 2020). 

Sinembargo, la organización social de los cuidados nos desafía a re- 

solver algunas tensiones: primero, considerar esta labor como un de- 
berexclusivo de la familia, porque ello profundiza una distribución in- 
justa, basada en la división del trabajo por género. Segundo, centrar el 
cuidado solo en la maternidad, lo que refuerza un modelo de familia 

tradicional (padre proveedor, madre cuidadora) y oculta las necesida- 
des de personas mayores y con distintos grados de dependencia o dis- 
capacidad. Tercero, los mandatos débiles al Estado tampoco aseguran 
los derechos de quienes cuidan o son cuidados. 

Por esto, es esencial avanzar en la construcción de un sistema de ma- 
nera gradual y progresiva. De este modo, el actual “Chile Cuida” se verá 
fortalecido por una ley marco, para que trascienda los gobiernos de tur- 
no como lo que debiera ser: el cuarto pilar de la protección social, uno 

que reconoce el derecho al cuidado y orienta su acción bajo el princi- 
pio de corresponsabilidad social, respondiendo así a las necesidades de 
las personas a lo largo de su vida. 

Sería equivocado considerar que este sistema cuestiona los víncu- 
los familiares y emocionales entre quienes cuidan y son cuidados. Por 
el contrario, permite a las familias tomar decisiones libres sobre el cui- 
dado y desarrollarlo en mejores condiciones. Por lo mismo, es una po- 
lítica pública que debe avanzar sumando a todos los actores respon- 

sables: el Estado, comunidades, mercado y sociedad civil. 
Será clave, entonces, que el sistema garantice eficiencia y evite du- 

plicidades, priorice la oferta programática, aproveche lo que ya existe 
y desarrolle lo necesario. Con la ley de cumplimiento tributario apro- 

bada, un 2% de la recaudación proyectada en 2025 (US$ 1.200 millo- 
nes) se destinará a centros de cuidado. Esta es una carrera larga, pero 
indispensable e ineludible. 
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Seguridad: ¿qué 
dicen los datos? 

Patricio Domínguez 
Mauricio Duce 
Espacio Público y 
académicos UC 

aseguridad sigue siendo la preocupa- 
ción principal de las personas. Se tra- 

ta de una materia en la que se han ve- 
nido multiplicando propuestas que 
no consideran la evidencia disponible 

en forma adecuada. En forma más reciente se 

ha observado algo peligroso: un intento delibe- 
rado por desacreditar las cifras provenientes de 
instrumentos validados, sin razones técnicas 
que lo sustenten. 

El Estado ha hecho un esfuerzo en los últi- 
mos años que nos permite contar con más in- 

formación y de mejor calidad; lo razonable se- 
ría ocupar eso como punto de partida en lacon- 

versación para alimentar las propuestas y 
políticas públicas que se formulan. 

El último informe de Espacio Público sobre 
seguridad muestra una serie de datos que, 
combinados, ofrecen matices respecto a algu- 
nas imágenes quese plantean en el debate pú- 
blico, especialmente cuando se examinan en 

el contexto de su desarrollo en series tempo- 
rales más amplias. Veamos. 

En homicidios, considerando los años an- 
teriores a la pandemia y el estallido como re- 

ferencia, observamos que estamos en niveles 
alrededor de un 40% superior a los histórica- 
mente observados. Este es un dato que escon- 
sistente usando distintas fuentes de informa- 

ción. Por otro lado, respecto dela más recien- 
te variación -en relación con el año 2022 donde 
el homicidio marcó su tasa más alta- varias 
fuentes de información sugieren una leve baja. 

Otro dato relevante es que para el 2023 seob- 
servó una mantención -o leve baja- en el ín- 
dice de victimización que se puede construir 
apartir dela Encuesta Nacional Urbana deSe- 

guridad Ciudadana, que incluye a los delitos 
de mayor connotación social. Este leve cam- 

bio se compone de un alza en el robo de vehí- 
culos y una disminución en otros tipos de 

robo, incluido el violento. Con todo, el índice 
de victimización por estos delitos se mantie- 

ne en los niveles más bajos de la serie de tiem- 
po desde 2005 descontados los años 2020 y 

2021 de la pandemia. 
Finalmente, respecto al delito de secuestro, 

observamos un aumento importante en el 
período reciente. La información disponible 
da cuenta, además, de un aumento en la can- 
tidad de estos delitos asociados al crimen or- 
ganizado. 

¿Logra dar una descripción completa del fe- 
nómeno este conjunto de indicadores? Posi- 

blementeno, perosetrata del mejor grupo de 
herramientas disponibles hoy en el país para 
conocer el estado de la criminalidad. Usar 
estos datos es fundamental para informar el 

debate público y legislativo en forma debida 
y evitar el choque de anécdotas sobre los cua- 
les algunos intentan llevarlo adelante. 

Es posible que haya cambios en el fenóme- 

no del delito que no alcancen a ser captados 
por los datos que tenemos a disposición. Hay 
muchas preguntas que pueden difícilmente 
ser respondidas hoy con las fuentes disponi- 

bles y eso exige pensar en nuevas formas de 
recolectar información que permita conti- 
nuar el camino de mejora de las ya existen- 
tes. Este es quizás también un importante 

desafío de la agenda futura de seguridad del 
que lamentablemente se conversa menos. 
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